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Publiquc5C csta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm"

Dada en Madrid a diecinueve de diciembre de mil novecientos
ochenta y ocho.-Francisco Tomás VaJiente.-Francisco Rubio Llo·
rente.-Luis Díez+Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Diaz EimiL-Miguel Rodríguez-Piñcro y Bravo­
Ferrer.-Finnados y rubricados.

Desestimar el presente recurso de amparo

Ha decidido

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal ConstitucionaL POR LA
AUTORiDAD Ql;E LE CONfIERE LA CONSTlTCClÓ!" DE LA NACJÓN
EsPAJ'<OLA,

1. Antecedentes

Es cierto. en efecto. que la Audiencia Temtorial, tal vez en razón del
equivoco antes señalado, no empla7ó al Ayuntamiento de Valencia,
personado en el proceso. para que contestara a la demanda. No menos
cierto es, sin embargo, que si esa Corporación hubiera querido defen­
derse a traves de su Abogado propio. no le faltaron ocasiones para
hacerlo de haber actuado con la diligencia que su condición de
AdministraC'ión publica exigía: diligencia que los medios con los que
cuenta, como Ayuntamiento de una gran ciudad, hadan posible. En el
largo tiempo que media entre la presentación del escrito de personación
(23 de mayo de 1984, al que se proveyó en 18 de febrero de 1985) v la
notificacló'n de la Sentencia (24 de ab-nl de 1987), el Ayuntamiento de
Valencia pareció desinteresarse por entero del curso del proceso en el
que era parte. Un desinterés tanto mas notable cuanto que. de tiempo
en tiempo, se producían decisiones judiciales que inequívacamente le
advertían del progreso de las actuaciones. Por oficio de 8 de marzo de
1985, la Audiencia solicitó del Ayuntamiento el envio del expediente
admmlstrativo, so\¡cítud que el Ayuntamiento cumplimentó el 21 del
mismo mes, haciendo constar en el oficio de remiSión que ésta se hacia
para surtir efectos en el recurso núm. 183/1984, interpuesto por RENFE.
De nuevo, mediante oficio de 11 de octubre de 1985. la Audiencia
solicitó del Ayuntamiento la expedición de un certificado propuesto
como prueba por la repesentación procesal de RENFE, certiticado que
expide el siguiente día 4 de noviembre el senor Secretario general del
Ayuntamiento, con el visto bueno del señor Alcalde y también con
mención expresa del fin con el que se expedía.

Es evidente que, con un minimo de diligencia, el Ayuntamiento al
que la reclamación del expediente administrativo y la propia remisión
de éste debiÓ evidenciar que se iba a abrir el tramite para la formulación
de una demanda de la que no se le dio traslado pudo reaccionar frente
a esta omisión, si no antes, al expedir el certificado que de él se reclamaba
como prueba en un recurso en el que él se habia personado. Su
inactividad no elimina. ciertamente, el error cometido por la Audiencia
Territorial al no darle traslado de la demanda. una vez personado. pero
en razón de l.a necesaria ponderación antes señalada, impide dar a tal
eITor la trascendencia constitucional que ahora se pretende, subordi­
nando a su derecho el de la otra parte del proceso.

1. En su demanda de amparo el Ente Público RTVE relata los
hechos, sustancialmente en los siguientes términos.

El empleado fijo de RTVE don Carlos Dorremochea Aramburu
dedujo demanda laboral contra el Ente Público sobre reconocimiento de
determinada categoría profesional, y la Magistratura de Trabajo núm. 18
de las de Madrid dictó Sentencia con fecha 2 l de febrero de 1984, por
la que estimó la demanda. Contra esta Sentencia la Abogacía del Estado
anunció y fonnalizó recurso de suplicación ante el Tribunal Central de
Trabajo, alegando, a los efectos que aquí importa destacar, que «no
procede la constitución de depósitos y consignaciones de conformidad
con 10 dispuesto en el párrafo I d:.-l arto 183 del Texto de Procedimiento
Laboral y art. 57 del Reglamento del Cuerpo de Abogados-del Estadm,.
El Tribunal Central de Trabajo, por Auto de 6 de mayo de 1987, tuvo
por desistido al Ente Público de RTVE, por entender que «el antiguo
privilegio (refiriéndose al de no consignar) ha desaparecido y en
concreto no se conserva para el Ente recurrente».

El demandante en amparo nos pide que declaremos la nulidad del
Auto de 6 de mayo de 1987 en el recurso de suplicación L156fl984.
Funda su petición en las siguientes alegaciones: A su juicio el Auto crea
una «1:1dudable situación de inseguridad juridic<l», ya que el Tribunal
Supre"lo, en Auto de 22 de enero de 1983 v en Sentencía de 19 de
septiembre de 1985, adoptó «un criterio diametralmente opuesto al del
Auto» impugnado. El supuesto incumplimiento de trámites procesales
no está fundamentado en el Auto con apoyo en ningún precepto
concreto, mientras que la innecesariedad de constituir la consignación y
depósitos exigidos por los arts. 170 y 1R1 viene determinada por una
serie de disposiciones legales, y así lo reconoció el Tribunal Supremo en
sus resoluciones antes citadas.
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 962/1987, promovido por el Ente
Público Radiotelevisié:l Española, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Pozas Granero. y bajo la dirección de Letrado,
respecto del Auto del Tribun2.1 Central de Trabajo de 6 de mayo de 1987.
que tuvo a la Entidad recurrente por desistida del recurso de suplicación
preparado contra Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 18 de
Madrid. en proceso sobre clasificación profesional, han sido parte don
Carlos Dorremochea Aramburu, representado por el Procurador de los
Tribunales don José Manuel Dorremochea Aramburu \' el Ministerio
Fi~cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Francisco Tomás y Valiente,
qUIen expresa el parecer de la Sala.

local, defienda la juridicidad del acto emanado de éste. pu;:::; lo que se
denuncia por esa Corporación es la impOSibilidad de hacerse Olr
directamente en un proceso en el que se debate un asunto que afecta de
manera inmediata a su esfera juridica, sin que a tal conclUSión obste la
hipotética coincidencia argumental con 10 aducido por las restantes
partes procesales y, en concreto, con lo alegado por el represt"lltante de
la Administración Central (STC 82/l983. fundamento juridico 5.°).

Junto a esto ha de recordarse también. sin embargo, que el concepto
de indefensión con trascendencia constitucional es de caracter material
y no exclusivamente formal, de modo que no podrá alegarse en esta sede
si, aun existiendo una omisión judicial lesiva, en principio. del derecho
a ser oído en un proceso en el que se ostenta la condición de parte, no
se ha observado frente a aquélla, en el curso de las diferentes fases
procesales. la debida conducta diligente con miras a propiciar su
rectificación. En otros términos. si al interesado le resulta factible
conocer, a lo largo de un proceso·cuya pendencia le consta. la preterición
de que es objeto en las diversas secuencias del mismo y no acude al
órgano judicial impetrando su remedio. la queja de indefensión luego
esgrimida en amparo no podrá ser acogida. pues, materialmente. habrá
que darla por inexistente.

Como en otros muchos casos, en aquellos en los que se alega la lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva sm indefensión, este Tribunal ha
de establecer la necesaria ponderación entre tal derecho, en el supuesto
concreto, y el derecho fundamental, del que lambién son titulares las
restantes partes del proceso, a que éste se resuelva si.n dilaciones
indebidas' ya la ejetución de las Sentencias. Estos derechos deberán, sin
duda, ceder ante el que hemos citado en primer lugar si quien viene ante
nosotros en demanda de amparo ha sido colocado en una situación de
indefensión de la que no pudo liberarse actuando con la diligencia que
sus medios le permiten. No asi cuando. por el contrario, tuvo oportuni­
dades razonables de conocer cuál era la situación en la que se encontraba
y de reu.ccionar frente a ella. pues en ese caso el reconocimiento de una
primacía absoluta a su propio derecho equivaldria a hacer pagar a los
titulares del derecho fundamental a un proceso sin dilaciones las
consecuencias de una conducta ajena. En esta necesaria ponderación no
puede desconocerse lampoco, por último, que no es la misma la
situación en que, a este respecto. se enC'uentran los Entes públicos y los
simples ciudadanos, por más que. en el presente caso. esta diferencia no
sea de relieve. No cabe olvidar. en efecto. que si bien las personas
jurídicas de Derecho publico gozan del derecho a la tutela judicial
efectiva, con los demás que. en ruanto les sean aplicables, garantiza el
art. 24 de nuestra Constitución, también gozan. en relación con los
ciudadanos, de privilegios exorbitantes como son. entre otros. el de la .
ejecutoriedad de sus propias resoluciones, que aunque justificados por
las necesidades de la vida pública. deben ser reducidos a sus límites
estrictos. lo que obliga a dichos Entes. entre otras cosas. a actuar con lá
máxima diligencia para reducir cuanto sea posible la duración de los
procesos contencioso-administrativos en los que se cuestiona la juridici­
dad de su actuación.

2. La aplicación al presente caso de la doclrina ante5 expuesta nos
lleva necesariamente a desestimar la demanda de amparo 'j las peticio­
nes, en ella contestes, de las re5tantes partes.

SENTENCI.~

Sala Primera. Senfencia 247/1988. de 19 de diciembre.
Recurso de amparo 961/1987. Conrra AlIto del Trilmnal
Central dp TrabaJO. teniendo a RTVE por desistida de!
recursu de suplicación preparado contra Sentencia de
),fagistratura de TrabaJO. en proceso sobre clasificación de
personal, RequlSllOs procesales: Subsanabt!idad

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente: don Francisco Rubio L1orente,
don Luis Diez-Picaza y Ponce de León. don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado
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SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por el Ente Público Radio Televisión
Española, v, en conSe\:uencia:

l. Dedarar la nulidad del Auto del Tribunal Central de Trabajo de
6 de mayo de 1987, dictado en el recurso de suplicación 1.156/1984.

2. Reconocer al demandante su derecho a la tutela judicial efectiva.
3. Restablecerlo en el ejercicio de tal derecho, para lo cual el

Tribunal Central de Trabajo deberá concederle un plazo para subsanar
el defecto relativo a la consignación del depósito de 2.500 pesetas,
previsto en el are 181 de la Ley de Procedimiento Laboral, tras de lo
cual continuará la tramitación del recurso de suplicación en la fonna
que sea confonne a Derecho.

Publíquese esta Sentenci::. en el «Boletin Oficial del Estadm>.

Dada en Madrid a diecinueve de diciembre de mil novecientos
ochenta y ocho.-Firmado: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco
Rubio L1orente.-Luis Diez-Picaza y Ponce de LeÓn.-Antonio Truyo!
Serra.-Eugenio Díaz Eimil y Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo·
Ferrer.-Rubricados.

como órgano extraordinario en revisión para unificar jurisprudencia.
Por otra parte, la situación de inseguridad jurídica que denuncia el
recurrente con apoyo en el art. 9.3 de la Constitución no es algo que deba
repararse pcr vía de amparo constitucional, pues aquel artículo no es por
si solo fuente de la acción o recurso de amparo ex 3rt. 53 de la
Constitución. En reiteradas ocasiones hemos repelido que no nos
corresponde la unificación de los criterios judiciales ni decidir la pauta
a seguir en el orden estrictamente procesal por los Tribunales, pues (<la
interpretación de los requisitos legales exigibles para tener acceso al
recurso es un tema de mera legalidad ordinaria (STC 41/1988, de 14 de
marzo), Sala Primera, en recurso de amparo ínterpuesto por el mismo
Ente Público RA. 1.286/1986).

3. Muy otro debe ser el enjuiciamiento que hagamos del Auto
impugnado desde la perspet:lÍva del derecho a la tutela judicial,
interpretado ésta tal y como lo ha sido en constante jurisprudencia de
este Tribunal. Como dijimos en una Sentencia del Pleno (STC 18/1988,
de 16 de febrero) en un caso identico al actual, continuando una línea
compuesta, entre otras, por la STC 180/1987, y después por las SSTC
61/1988 y 62/1988-, no siendo opuesto a la Constitución ni al derecho
a la tutela judicial el requisito de la consignación exigida por el arto 181
de la LPL, ni vulnerando tampoco este derecho fundamental el criterio
del Tribunal Central, consistente en exígir su cumplimiento al Ente
Público RTVE, es claro, sin embargo, que se ha vulnerado su derecho
a la tutela judicial, porque ni la Magistratura reaccionó frente a la
declaración espontánea del hoy demandante, relativa a que se conside­
raba exento del cumplimiento de tal requisito, ni el Tribunal Central,
que, según su doctrina, debía considerar inexcusable el cumplimiento
del requisito de consignar el depósito de 2.500 pesetas. pudo sin más
decretar por Auto un desistimiento que no era atribuible a quien se
consideraba exento de lo que el Tribunal valoraba como requisito de
obligado cumplimiento. El Tribunal debió pennitir que fuese rectificada
por el Ente, alli y aquí recurrente, su inobservancia y, en consecuencia,
debió abrir para ello el oportuno plazo para que se pudiera subsanar la
falta cometida. Al no haberlo hecho, el recurrente se ha visto desprovisto
de su recurso, sin haber incurrido en negligencia culposa. sino en una
interpretación razonable, apoyada en resoluciones del Tribunal Supremo
y habiendo sido tácitamente respaldado en su criterio por la misma
Magistratura que. ni en su Sentencia ni al anunciar el demandante su
recurso, le hizo ver la exigencia de lo que él entendía como no exigible.
.El Tribunal Central debió advertirle de la necesidad de consignar el
depósito y debió darle plazo para subsanar el citado defecto procesal. Si
lo hubiera hecho, habría actuado en virtud de una interpretación más
tiworable a los derechos del arto 24.1 C.E, que es la co~ecta, como este
Tribunal ha declarado reiteradamente. Por el contrario, su Auto de 6 de
mayo de 1987. declaró indebidamente por desistido al recurrente y violó
por todo lo dicho su derecho a la tutela judicial efectiva.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

la siguiente

Ponee de Lean. don Antonio Truyol Serra, don Fernando García-Mor.
y González-Regueral. don Carlos de la Vegr:. Benayas, don Eugenio DíaL
Eimil, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesus Leguim:
Villa y don Luis López Guerra. Magistrados. ha pronunciado

En el conflicto positivo de competencia núm. 345/84, promovido
por el Gobierno de la Nación frente al Gobierno del País Vasco, en

Pleno. Sentencia 248/1988, de 20 de diciembre. COnflicto
positivo de competencia 345/1984. Promorido por el
Gobierno de la NaCión frenl¡> al Gobierno de! Paú Vasco.
en relación con determinadas· artt'culos det Decreto del
Gobierno Vasco 287j1983. de 28 de diciembre, sobre
((Procedimiemo de concesión de emisoras de radiodifusión
en ondas métricas con frecuencia modulada",. -
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P'or otra parte, el Auto del Tribunal Central de TrabajO ha colocado
al recu~nteen una situación de indefensión. Tras citar y glosar diversas
resol.u~lOnesde este Tnbuna!, relativas a la necesidad de interpretar los
reqUISitOS de fanna no como valores autónomos que tengan sustantivi­
dad propia, s~no como instru:nentos para lograr una tlnalídad legitima,
de donde se Impone una interpretación finalista y una valoración del
incumplí miento de Jos requisitos fonnales en proporción a las canse·
cuencias que de él se desprendan, el demandante conduye diciendo que
«todo lo anterior implica una especial orientación interpretativa de la
legal.idad por parte de los Tribunales, los cuales. en la medida en que no
la atIendan pueden vulnerar el derecho a la tutela judicial efectiva como
ha tenido lugar en este caso». '

2. La Sección Segunda abrió el trámite de inadmisibilidad
del ano 50 de la LOTC por posible Concurrencia de las causas de
inadmisión consistentes en extemporaneidad [arto 50.2 a) en relación
con el 44.2 de la LOTc], falta de copia de la resolución impugnada [arto
49.2 b)] Y posible falta de agotamiento de. los recursos [50.1 b) en
relación con el 44.1 a) LOTe]. Tras las alegaCIOnes del demandante v del
Fiscal, la Sección Segunda. por providencia de 14 de marzo de (988,
acordó admitir a trámite el recurso. reclamar las actuaciones al Tribunal
~e~tral de Trab~jo y a la Magistratura mimo 18 de las de Madrid, e
mdlcar a esta últIma que debe emplazarse para que puedan comparecer
ante este Tribunal a quienes hubieran SIdo parte en el procedimiento.

La Sección, por providencia de 4 de mayo de 1988, acordó tener por
- person.ado a don C~ulos Dorremochea Aramburu, acusar recibo de las

aetuacH:m.es y.dar .vlsta de éstas al demandante, a la parte comparecida
y al Mlmsteno FIscal por plazo común para evacuar las alegaciones
del arto 52.1 de la LOTe. '

~.. ~l Procurador del Ente demandante. en su escrito de alegaCIOnes,
se limIto a ratIficar y a dar por íntegramente reproducida su demanda.

La representación procesal de don Carlos Dorremochea comienza en
s~ escrit¡;> por denunciar la extemporaneidad de! recurso, pues habiendo
~Ido not.l~cado el Auto impugnado el ]6 de junio de í987, el día de
mterposl~lóndel recurso, que fue ellO de julio del mismo año, habian
transcumdo con creces los veinte días de que habla el arto 44.2 de
Ja LOTe. En cuanto al fondo del recurso, este carece de dimensión
constitucional, pues el Tribunal no tiene por qué realizar «la mediación»
que de él solicita la demandante para unificar o resolver las distintas
interpretaciJ~nessostenidas al respecto por el Tribunal Central y por el
Supremo, Citando la STC 41/1988 de esta misma Sala en idéntico
recurso al actual (el RA. 1.286/1986) en la que, como ahora pide la parte
codemandada, fue desestimado el recurso del Ente Público RTVE.

El Fiscal, en un brevísimo fundamento juridico. cita otros recursos
de amparo idénticos al actual. da por reproducido aquí y ahora todo lo
que allí alegó, y concluye pidiendo que esta Sala «acuerde- conceder el
amparo solicitado». .

4. Por providencia de 3 de octubre del corriente ano se señaló para
deliberación y votaCIón el dia 19 de diCIembre actual

Il. Fundamentos juridicos

1. Denunciada por la representación del señor Dorremochea la
extempraneidad del recurso hemos de ocupamos, para empezar, en el
análisis de la existencia o no de tal causa de inadmisión que, apreciada
ahora. lo sería de desestimación. Sucede, sin embargo, que no concurre
en el presente caso. El Auto de 6 de mavo de 1987 de la Sala Pnmera
del Tribunal Central de Trabajo fue notificado al Ente Público RTVE el
16 de junio de 198-7, como consta en certificación de la Secretaría de la
Magistratura núm. 18 de Madrid. fechada a 5 de noviembre de 1987 y
presentada a este TnbunaJ en el trámite correspondiente. Comenzando
?- c?~putar el plazo desde el día 17 de junio y excluyendo los días
mh~bdes (entre los que hay que contar el Jueves 18. dia del Corpus
Chnsti), el último dia del plazo de lOterposlClón fue ellO de julio, fecha
en la que se presentó el recurso ante este Tribunal.

2. La primera via argumental en la que el Ente demandante basa
su recurso no puede ser atendida por este Tribun.. l ni constituye motivo
para concederle amparo. La di~crepancia razoncda por uno y otro
Tribunal que pueda haber entre el Central de Tr<>bajo y el Supremo a
propósito de la exigibilidad al Ente Público RTVE de los depósitos y
consignaciones regulados por los arts. 170 v 181 Je la Lev de Procedi­
miento Laboral no es cuestión que deba ser resucita por esta Sala, pues
el Tribunal Constitucíonal no cuenta entre sus competencias la de actuar

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente. Presidente, dona Gloria Segue Cantón. don Angel
Latorre Segura, don Francisco Rubio Llorente. don Luis Díez-Picazo y
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